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AUTO QUE DECLARÓ LA INDISPONIBILIDAD DE UN TESTIGO / SE REVOCA / “Lo que corresponde ahora es analizar si ante esa ausencia es posible que la juez valore en reemplazo los reconocimientos fotográficos que dicha testigo efectuó ante la policía judicial y una representante del Ministerio Público, al tomar como fuente de información lo que pueda contar al respecto en la audiencia de juicio oral el investigador que dirigió la diligencia, dada la comprobada indisponibilidad de la testigo.

El Tribunal estima que en esta oportunidad estamos en presencia de una situación que se halla inmersa dentro de las causales del testigo no disponible, porque de la manifestación del investigador YUBER ALEXÁNDER RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN se desprende que la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA y principal testigo de cargo no pudo ser localizada en el barrio “El Martillo” de Dosquebradas (Rda.), ni en el abonado telefónico que aportó, ni en la EPS a la cual al parecer se encuentra afiliada.”

(…)

“No se puede negar que en principio es totalmente comprensible la solicitud elevada por parte del ente fiscal, para reclamar que dichos reconocimientos fotográficos que en su momento realizó la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA sean admitidos en juicio como prueba de referencia, porque es evidente que ante la no ubicación de la misma no sería atinado exigirle lo imposible, ya que, al menos hasta el presente, no se cuenta con información cierta en relación con la dirección de la testigo con miras a lograr su comparecencia. Por esa vía adquiere sentido la determinación adoptada por la juzgadora.

Pero a su vez y simultáneamente, también tiene sentido lo expuesto tanto por el abogado de la defensa como por el Ministerio Público, cuando esbozan que no son muy comprensibles o convincentes las explicaciones ofrecidas por el ente persecutor, porque todo indica que sí se tenían dadas las condiciones para localizar a la testigo.

En efecto, muy a pesar de no haberse dejado consignada la dirección de la testigo al momento en que rindió su inicial entrevista, es un hecho que días después fue contactada por los investigadores para el mencionado reconocimiento, lo que traduce que aun sin esa dirección sí era localizable. En otras palabras, si bien es perfectamente entendible que no se dejara consignada esa dirección, quizá por razones de seguridad dada la connotación del episodio criminoso, queda claro que por lo menos para esas calendas sí se sabía del lugar en que podía ser ubicada.”

(…)

“Así las cosas, y dada la innegable importancia que posee en el juicio la prueba que se echa de menos, la Colegiatura, como así lo ha hecho en otras oportunidades de similar estirpe, estima que debe dar prioridad a razones de equidad con miras a no aniquilar la prueba con la sanción máxima del rechazo, sino que, en virtud a que la parte interesada demostró al menos alguna diligencia en su proceder, permitirle que redoble esfuerzos tendientes a la localización de la testigo, básicamente para que amplíe la búsqueda en la base de datos de otras entidades tales como Fosyga, ARL, y entidades promotoras de pensiones, y muy particularmente lo esgrimido respecto a la averiguación del citado abonado telefónico en donde indiscutiblemente debe reposar alguna dirección que dé luces acerca del paradero de la citada testigo, sin conformarse con llamar para que una tercera persona distinta a la que se busca responda. 

(…)

En conclusión, no obstante compartir la Sala la providencia adoptada en la primera instancia, en atención a lo expresado por la defensa y el Ministerio Público en el sentido que la actividad de la Fiscalía para lograr la presencia de la misma fue mínima, se revocará con miras a que la declaración del policial RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN se postergue y sea la última diligencia probatoria de la Fiscalía, con lo cual se le otorga un término prudencial para adelantar las gestiones investigativas que se estimen necesarias en procura de la ubicación de la testigo principal de cargo. 

Ahora bien, en relación con el segundo punto de discusión elevado por el abogado defensor, en cuanto a que no se le permitió controvertir los álbumes fotográficos con base en los cuales se efectuó el referido reconocimiento, estima la Sala que en momento alguno por parte de la a quo se le ha pretermitido al abogado la posibilidad de discutir la legalidad o no de tales documentos, en tanto por parte de la Fiscalía aún no se ha solicitado la incorporación de los mismos como prueba en juicio. Todo ello se hará, como ya se indicó, por medio del testigo de acreditación, siempre y cuando se consideren agotados los mecanismos necesarios para ubicar a la testigo. En ese orden de ideas, una vez se pida por parte de la Fiscalía lo pertinente, podrá el defensor y los demás intervinientes en ejercicio de sus derechos de confrontación y contradicción oponerse al ingreso de tales elementos como prueba en el juicio oral, lo cual a la fecha no se ha realizado, así que ninguna irregularidad se observa a ese respecto.”

-----------------------------------------------------------------------------------------------------
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	Imputados: 
	Johan Sebastián Grajales Hoyos

	Cédula de ciudadanía:
	1.059.813.357 de Salamina (Cds.).

	Delitos:
	Homicidio agravado en concurso heterogéneo con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravado y hurto calificado y agravado.

	Víctima:
	Guillermo de Jesús Villa Pérez

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa y ministerio público contra el auto proferido en septiembre 27 de 2016, por medio del cual se declaró la indisponibilidad de un testigo. SE REVOCA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- Se desprende del escrito acusatorio, que en septiembre 19 de 2013, siendo aproximadamente las 16:10 horas, en la Mz. C Cs. R frente a la Institución Educativa Nueva Granada del barrio San Diego de Dosquebradas (Rda.), fue atacado con arma de fuego el docente GUILLERMO DE JESÚS VILLA PÉREZ, el cual se movilizaba como pasajero de un vehículo de servicio público, a quien le fue hurtada la suma de $2´304.000.oo que momentos antes había retirado del banco Davivienda del Centro Comercial “El Progreso” de esa misma localidad, y quien falleció a consecuencia de las heridas ocasionadas. 
En desarrollo del programa metodológico de investigación la Fiscalía identificó a los señores WILLIAM ANDRÉS VARGAS AGUDELO y JOHAN SEBASTIAN GRAJALES HOYOS, como los presuntos responsables de la ilicitud, a quienes les fue dictada orden de captura, habiéndose presentado voluntariamente el primero de los mencionados, quien aceptó cargos y fue condenado por tal conducta, continuándose por cuerda separa la actuación en contra del señor GRAJALES HOYOS, quien al parecer había salido del país y luego de habérsele solicitado su aprehensión fue librada circular azul por parte de la Interpol, a consecuencia de lo cual fue ubicado en Argentina de donde fue deportado y puesto a órdenes de las autoridades colombianas.

Por lo anterior se llevaron a cabo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas en octubre 22 de 2014, las audiencias preliminares de formulación de imputación donde se le esgrimieron cargos por los delitos de Homicidio agravado -arts. 103 y num. 2 104 C.P.- en concurso heterogéneo con los delitos de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, partes o municiones agravado -num. 5 art. 365 C.P.-, y hurto calificado y agravado -inc. 2° art. 240 y num. 10 art. 241 C.P.-  con la circunstancia de mayor punibilidad contenida en el numeral 10° art. 58 C.P., los cuales NO ACEPTÓ y se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en centro carcelario.
1.2.- Ante esa no aceptación, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (diciembre 18 de 2014) por medio del cual le formuló idénticos cargos, cuyo trámite correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), despacho ante el cual se realizaron las audiencias de formulación de acusación (marzo 12 de 2015), luego de varios aplazamientos se llevó a cabo la audiencia preparatoria (abril 1° de 2016), y se dio trámite al juicio oral (septiembre 26 y 27 de 2016) con la evacuación de algunas de las pruebas testimoniales de la Fiscalía, y la actuación se encuentra en desarrollo de la declaración de YUBER ALEXÁNDER RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN, investigador de la SIJÍN, por medio del cual se pretende introducir una prueba de referencia.
1.3.- Luego de escuchar la declaración del policial, la Fiscalía pidió se permitiera el ingreso de manera excepcional de las actas de reconocimiento fotográfico efectuadas por la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA como prueba de referencia admisible de conformidad con lo reglado en el literal b) del artículo 438 C.P.P., al no ser posible lograr la ubicación de la testigo y por ende no se encuentra disponible. El representante de víctimas no hizo pronunciamiento. 
1.4.- El agente del Ministerio Público se opuso al considerar que al momento en que se le recibió la entrevista a la testigo no se plasmó su dirección y es el mismo aparato judicial el que puso un obstáculo enorme para ubicarla, máxime que el barrio “El Martillo” como lo dijo el investigador es grande y buscarla de puerta en puerta sería una labor difícil, pero esa imposibilidad no puede endosársele a la defensa ni al acusado. Estima que la Fiscalía no agotó lo necesario para la localización de la declarante, y aunque se cuenta con un número telefónico no se accedió a bases de datos para determinar quién era su propietario y proceder así a la búsqueda de la requerida.

1.5.- La defensa igualmente se opuso al señalar que para la Fiscalía predicar que estamos ante una persona no ubicable, debía buscar en todas las bases de datos -salud, servicios públicos, fosyga-, pero no se puede decir que obtenida información ante una EPS se diga que no existe teléfono ni dirección, situación que pone en duda, máxime que no se le presentó ningún documento al respecto. Aduce que si desde el mes de agosto la Fiscalía sabía que la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA no era disponible, tenía más de un mes para procurar obtener su ubicación y aportar documentos que acreditaran que en efecto no estaba disponible, pues la exigencia para dar aplicación a lo reglado en el canon 438 CPP tiene que ser amplia, pero acá desde que la policía judicial recibe el proceso, ni siquiera se toman la molestia de establecer el lugar de residencia o paradero de la testigo, aunque días después se ubicó para el supuesto reconocimiento, del cual no ha podido controvertir el álbum fotográfico.
1.6.- La a quo, luego de hacer alusión a la carga negativa que le genera a quien no lleve la prueba directa al juicio y la excepcionalidad que implica la prueba de referencia en especial lo relativo al “evento similar”, donde podría caber la situación del testigo no disponible o no ubicable, considera que en este asunto y con miras a determinar si la Fiscalía agotó todo su esfuerzo para contactar a la declarante, se debe acudir a la buena fe del investigador que declaró al respecto, en tanto dijo que realizó todas las actividades posibles para encontrar a la señora MARÍA VICTORIA sin resultados positivos. Y aunque sin duda podría haber sido más rigurosa la búsqueda, quizás arrojaría los mismos resultados. Estima que se dan los presupuestos contenidos en el canon 437 C.P.P. pues la testigo no es ubicable, al no tenerse idea acerca de donde se encuentra para ser traída a juicio, por lo que dispuso tener a la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA como no disponible y por ende las pruebas que fueron practicadas con su intervención ingresarían como prueba de referencia, luego de la debida confrontación en lo que es posible con los investigadores.

2.- Debate

Inconforme con la decisión se procedió por parte del representante del Ministerio Público y de la Defensa a interponer y sustentar recurso de apelación, de la siguiente manera: 
2.1.- El Ministerio Público -recurrente- considera que la juez se desvió del tema objeto de debate, en tanto no se discute si la Fiscalía obro de buena o mala fe, porque el quid del asunto es si se dan los requisitos de la figura del testigo no disponible, y en este caso, de acuerdo con lo informado, se observa que cuando la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA rindió entrevista no se consignó su dirección y solo se dice que vive en el barrio “El Martillo, y si se tuvo la buena fe de proteger su localización, los investigadores debieron ser interrogados acerca de dónde quedó plasmada la dirección cuando le tomaron la entrevista, no ahora, sino en el mismo momento en que ello se efectuó, pero de tal situación no quedó constancia y por consiguiente no se puede afirmar que  la señora se trasladó de casa, se fugó, se escondió o no quiere comparecer al juicio, pues ello no lo sabemos, al no consignarse una residencia precisa donde buscarla. Igualmente y aunque también reportó un abonado telefónico, se pudo acceder por medio de bases de datos a su dueño para encontrar finalmente su domicilio, pero acá solo se averiguó en una EPS, aunque no se trajeron constancias en relación con la ausencia de dirección o teléfono, y por ende como la Fiscalía no hizo ningún esfuerzo para traer a la testigo, pide sea revocada la decisión adoptada.
2.2.- El Defensor -recurrente- considera inaudito que se adopten decisiones con el argumento de la buena fe, pues ello debe darse con base en lo probado en juicio y acá el oficial dijo que fue a Cafesalud, donde le indicaron que no tenía teléfono ni dirección y que además fue al barrio “El Martillo”, lo que estimó como suficiente el juzgado para determinar que la señora MARÍA VICTORIA no estaba disponible. Mírese que desde septiembre 19 de 2013 cuando se le tomó la entrevista la Fiscalía ya la tenía como no ubicable al no plasmarse su residencia, pero aun así fue contactada días después para un reconocimiento fotográfico, por lo que en su sentir la testigo sí se conseguía. A su entender el Literal b) art. 438 C.P.P. abrió un boquete que no era el querido por el legislador, en tanto se toman decisiones respecto al testigo no disponible desde todos los puntos de vista, como en este caso, cuando la misma Fiscalía lo pone como tal al no registrar su dirección siendo responsable de dicha omisión, y si desde el mes de agosto sabía de ello tuvo la Fiscalía un mes para tratar de ubicarla pero no lo hizo ni adelantaron gestiones para lograrlo. 
Expresa además que no pudo controvertir los álbumes fotográficos con base en los cuales se efectuó el referido reconocimiento y que se incorporan como prueba de referencia. Y si bien los tuvo de presente al haberle sido entregados, en éstos no se distingue nada, pues todo es negro ya que la Fiscalía nunca los pone a disposición a color, y no puede pretender el juzgado tenerlos como prueba de referencia cuando no se le permitió la discusión.  Pide en consecuencia se revoque la decisión para no acceder a que MARÍA VICTORIA ZAPATA sea considerada como testigo no disponible y que no ingresen al juicio la entrevista ni los álbumes fotográficos aludidos.

2.3.- El representante de víctimas -no recurrente- manifiesta que el investigador que realizó la investigación y recibió el testimonio de la señora MARÍA VÍCTORIA sí adelantó las acciones adecuadas para buscarla, y aunque el hecho de que su dirección no esté consignado en el registro, da mucho que pensar, también se tiene que el número de teléfono aportado ni siquiera le pertenecía, y ello podría llevar a pensar que desde un principio la testigo no quería ser ubicada, lo que parece obvio por tratarse de un homicidio. En su sentir la Fiscalía hizo un proceso apropiado para intentar hallar a la declarante con miras de que hiciera presencia en juicio.

2.4.- El Fiscal –no recurrente- pide se confirme la decisión, en tanto con ocasión de las actuaciones de la policía judicial y bajo juramento, el investigador señaló  las gestiones que hizo para ubicar a la testigo  sin que se pueda obligar a lo imposible, pues no solo verificó ese abonado celular, sino que se acercó a la EPS CAFESALUD al ser la única donde aparecía la ciudadana, entidad ante la cual no obtuvo ningún número de teléfono o dirección. Adicionalmente, en relación con el abonado celular, ahora se compran sim card que se usan y se desechan, sin que en algunos casos hayan registros en esas centrales telefónicas. Y si bien la prueba de referencia es excepcional y por ende existe una mengua al momento de su valoración, ese es un riesgo que asume la Fiscalía, con mayor razón cuando en este asunto, gracias a la actividad de policía judicial y a ese reconocimiento se logró la judicialización del hoy procesado y de quien conducía la moto que ya fue condenado. Agrega que con la providencia de la a quo no se vulnera el derecho de defensa del acusado. 
Sustentada en debida forma la apelación, la funcionaria concedió la alzada en el efecto suspensivo y envió los registros correspondientes a esta Sala.
4.- Para resolver, se considera

4.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa y el agente del Ministerio Público-.

4.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa y el representante de la sociedad contra la providencia proferida por la señora Juez Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), en cuanto dispuso tener a la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA como testigo no disponible y por ende las pruebas que fueron practicadas con su intervención ingresarían como prueba de referencia, luego de la respectiva confrontación, por lo que habrá de determinarse si la decisión dictada se encuentra ajustada a derecho, evento en el cual se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se revocará como lo piden las partes recurrentes.
4.3.- Solución a la controversia

En el presente caso se aprecia que en desarrollo de la audiencia del juicio oral la Fiscalía informa a la funcionaria judicial que una de sus declarantes -la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA- no fue ubicada por los investigadores de la Fiscalía, por lo que en atención a lo reglado en el literal b) del artículo 438 CPP que regula la figura del testigo no disponible, solicita que los reconocimientos fotográficos en los que ésta participó sean incorporados como prueba de referencia admisible por intermedio del policial YUBER ALEXÁNDER RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN quien los presidió, situación ante la cual se opuso tanto la defensa como el agente del Ministerio Público al considerar que la Fiscalía no agotó las gestiones necesarias para lograr la comparecencia de la testigo al juicio.

Antes de ingresar al fondo del asunto propuesto, debe indicar la Corporación que mediante auto 47469 de julio 27 de 2016 la Sala Penal de la H. Corte Suprema reformuló una tesis anterior, al considerar que frente a la providencia que “admite pruebas” solo procede el recurso de reposición y no el de apelación. Podría pensarse por tanto que tal precedente debería ser aplicado en el presente asunto. Sin embargo, del estudio de la situación problemática planteada advierte la Sala que dicha jurisprudencia no se ajusta a lo debatido en este caso, en tanto no se discute la admisión o inadmisión de un medio probatorio propiamente dicho, sino la condición de disponibilidad de la testigo MARÍA VICTORIA ZAPATA, a voces de lo consignado en literal b) art. 438 C.P.P.; y, en consecuencia, se trata de establecer si se dan las condiciones para que ese dispositivo sea aplicable y por tanto el debate es de legalidad y no de admisibilidad en sus diversas modalidades. Se trata incluso de elementos probatorios que ya habían sido anunciados, descubiertos e incluso admitidos al momento de la audiencia preparatoria, y de los cuales solo resta su práctica o introducción en juicio oral.
Queda claro por tanto que el despacho de conocimiento hubo de decretar como prueba ese elemento de convicción al hallarlo ajustado a derecho, con mayor razón cuando la parte contraria no lo objetó por ilegalidad o ilicitud en su debida oportunidad; es decir, que en esas condiciones solo restaba su práctica dentro de la audiencia de juicio oral, pero de acuerdo con la información que rindió el investigador RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN no fue posible ubicar a la misma para que asistiera a la audiencia, como correspondía. 

En efecto, el servidor RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN refirió que para lograr la comparecencia de la testigo al juicio, inicialmente señalado para agosto 16 de 2016, procedió a su búsqueda en los barrios El Martillo, San Diego y Guadualito de Dosquebradas (Rda.), en tanto en la entrevista que rindió a otro investigador no se plasmó su dirección de residencia. Labores de búsqueda que resultaron infructuosas. De igual modo expresó el oficial que en relación con el abonado celular suministrado, esto es, el 3104684428, si bien contesta una persona de sexo femenino, indicó no conocer a la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA; y por demás, al ingresar a las bases de datos públicos se percató que al parecer la testigo citada se encuentra afiliada a CAFESALUD EPS, pero no obtuvo información eficaz, en tanto se le informó que de la misma no existe número telefónico ni dirección registrada, por cuanto “no se halla afiliada” -como así se deduce de lo narrado en el redirecto por el agente-. 

Lo que corresponde ahora es analizar si ante esa ausencia es posible que la juez valore en reemplazo los reconocimientos fotográficos que dicha testigo efectuó ante la policía judicial y una representante del Ministerio Público, al tomar como fuente de información lo que pueda contar al respecto en la audiencia de juicio oral el investigador que dirigió la diligencia, dada la comprobada indisponibilidad de la testigo.
El Tribunal estima que en esta oportunidad estamos en presencia de una situación que se halla inmersa dentro de las causales del testigo no disponible, porque de la manifestación del investigador YUBER ALEXÁNDER RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN se desprende que la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA y principal testigo de cargo no pudo ser localizada en el barrio “El Martillo” de Dosquebradas (Rda.), ni en el abonado telefónico que aportó, ni en la EPS a la cual al parecer se encuentra afiliada.

Mírese que el investigador señaló que inicialmente adelantó actividades para ubicar a la testigo, en tanto indagó por la misma en los barrios El Martillo, San Diego y Guadualito, con miras a que se hiciera presente en el juicio programado primigeniamente para el mes de agosto de 2016, respecto de lo cual rindió un informe a la Fiscalía fechado agosto 16 -el cual solo conoció la defensa en desarrollo del juicio-, y aunque el oficial refirió que con antelación a la nueva fecha fijada para juicio -septiembre 26- volvió nuevamente a buscarla con la citación que le fue entregada, el resultado obtenido es que nadie la conocía en el barrio El Martillo, aunque de éstas últimas labores no allegó soporte alguno.

En criterio de la Sala, un análisis de lo actuado permite hacer las siguientes aseveraciones: (i) no se puede pregonar que ninguna diligencia se realizó por parte del órgano persecutor para tratar de conseguirla a la testigo, porque en efecto, alguna labor en esa dirección sí se realizó pero con resultados negativos; (ii) la Fiscalía con antelación a celebrarse la audiencia de juicio en el mes de septiembre, estaba en el deber de adelantar otras actividades que se consideran viables para intentar hallar a la declarante; y (iii) para llegar a una conclusión en el presente asunto, no se requería acudir a la buena fe del investigador, como quiera que lo por él manifestado lo fue bajo la gravedad del juramento, con lo cual necesariamente se acredita que lo expuesto en juicio es cierto, salvo que se allegue prueba en contrario y sea desvirtuado su contenido, situación que por supuesto aquí no ha acaecido.
De los dos grupos en discordia, la juez y el fiscal por un lado, y la defensa y el Procurador Judicial por otro, el Tribunal considera que a ambos les asiste razón pero solo parcialmente, y se explica:

No se puede negar que en principio es totalmente comprensible la solicitud elevada por parte del ente fiscal, para reclamar que dichos reconocimientos fotográficos que en su momento realizó la señora MARÍA VICTORIA ZAPATA sean admitidos en juicio como prueba de referencia, porque es evidente que ante la no ubicación de la misma no sería atinado exigirle lo imposible, ya que, al menos hasta el presente, no se cuenta con información cierta en relación con la dirección de la testigo con miras a lograr su comparecencia. Por esa vía adquiere sentido la determinación adoptada por la juzgadora.

Pero a su vez y simultáneamente, también tiene sentido lo expuesto tanto por el abogado de la defensa como por el Ministerio Público, cuando esbozan que no son muy comprensibles o convincentes las explicaciones ofrecidas por el ente persecutor, porque todo indica que sí se tenían dadas las condiciones para localizar a la testigo.
En efecto, muy a pesar de no haberse dejado consignada la dirección de la testigo al momento en que rindió su inicial entrevista, es un hecho que días después fue contactada por los investigadores para el mencionado reconocimiento, lo que traduce que aun sin esa dirección sí era localizable. En otras palabras, si bien es perfectamente entendible que no se dejara consignada esa dirección, quizá por razones de seguridad dada la connotación del episodio criminoso, queda claro que por lo menos para esas calendas sí se sabía del lugar en que podía ser ubicada.

Tal argumento serviría para desequilibrar de un tajo la argumentación fiscal y por esa ruta también se desmoronaría la determinación judicial que amparó la solicitud; no obstante, la Corporación estima que aquí entra en juego un factor determinante, nada menos que el transcurso del tiempo. Y es así porque ya han pasado cerca de tres años desde esa última intervención de la testigo cuando efectuó los señalamientos, situación que da pie para pensar que si bien en un comienzo efectivamente se tenía noticia de ella, a la hora de ahora ya no, tal vez porque ella quiso desaparecer voluntariamente con miras a no verse involucrada en un escenario tan comprometedor para su seguridad personal. 

Y a lo anterior agregaría la Corporación, que tampoco es muy convincente o al menos deja dudas, la versión ofrecida por el investigador respecto a la gestión que efectuó en la EPS CAFESALUD, porque de su relato y de las respuestas ofrecidas en el contrainterrogatorio, no se sabe bien si la testigo se encuentra o no se encuentra afiliada a esa entidad.

Así las cosas, y dada la innegable importancia que posee en el juicio la prueba que se echa de menos, la Colegiatura, como así lo ha hecho en otras oportunidades de similar estirpe, estima que debe dar prioridad a razones de equidad con miras a no aniquilar la prueba con la sanción máxima del rechazo, sino que, en virtud a que la parte interesada demostró al menos alguna diligencia en su proceder, permitirle que redoble esfuerzos tendientes a la localización de la testigo, básicamente para que amplíe la búsqueda en la base de datos de otras entidades tales como Fosyga, ARL, y entidades promotoras de pensiones, y muy particularmente lo esgrimido respecto a la averiguación del citado abonado telefónico en donde indiscutiblemente debe reposar alguna dirección que dé luces acerca del paradero de la citada testigo, sin conformarse con llamar para que una tercera persona distinta a la que se busca responda. 
Todo lo anterior es perfectamente pertinente jurídicamente, no solo porque existe un deber oficioso del juez en facilitar los medios para que cada parte logre la comparecencia de sus testigos, incluso por vía coercitiva, sino porque el trámite particular de este juicio así lo permite, habida consideración a que aún falta por evacuar al menos la mitad de ciudadanos que rendirán declaración como testigos del ente acusador, y tal situación permite un compás de espera para que la parte interesada en esa comparecencia adelante las gestiones que se echan de menos para la obtención de ese particular objetivo.
En conclusión, no obstante compartir la Sala la providencia adoptada en la primera instancia, en atención a lo expresado por la defensa y el Ministerio Público en el sentido que la actividad de la Fiscalía para lograr la presencia de la misma fue mínima, se revocará con miras a que la declaración del policial RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN se postergue y sea la última diligencia probatoria de la Fiscalía, con lo cual se le otorga un término prudencial para adelantar las gestiones investigativas que se estimen necesarias en procura de la ubicación de la testigo principal de cargo. 
Ahora bien, en relación con el segundo punto de discusión elevado por el abogado defensor, en cuanto a que no se le permitió controvertir los álbumes fotográficos con base en los cuales se efectuó el referido reconocimiento, estima la Sala que en momento alguno por parte de la a quo se le ha pretermitido al abogado la posibilidad de discutir la legalidad o no de tales documentos, en tanto por parte de la Fiscalía aún no se ha solicitado la incorporación de los mismos como prueba en juicio. Todo ello se hará, como ya se indicó, por medio del testigo de acreditación, siempre y cuando se consideren agotados los mecanismos necesarios para ubicar a la testigo. En ese orden de ideas, una vez se pida por parte de la Fiscalía lo pertinente, podrá el defensor y los demás intervinientes en ejercicio de sus derechos de confrontación y contradicción oponerse al ingreso de tales elementos como prueba en el juicio oral, lo cual a la fecha no se ha realizado, así que ninguna irregularidad se observa a ese respecto.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia apelada y en su lugar se dispone que el testimonio del investigador de la Sijín YUBER ALEXÁNDER RAMÍREZ CUCHIVAGÜEN se postergue para que sea el último de la actividad probatoria de la Fiscalía, con miras a persistir en la localización de la testigo principal anunciada, en los términos indicados en el cuerpo motivo de esta providencia.

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 

Los Magistrados, 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA 

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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